SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°15
                                                    RADICACIÓN: 660012204000 2017 00071 01


ACCIONANTE:  WILLIAM URRUTIA RODRÍGUEZ
NIEGA POR HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 1ª instancia –02 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Niega el amparo  solicitado
Radicación Nro. :
660012204000 2017 00071 01
Accionante: 
WILLIAM URRUTIA RODRÍGUEZ
Accionado: 
JUZGADO OCTAVO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE CALI
 Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. “[N]o puede negarse que razón le asistió al actor al instaurar la tutela, porque en efecto, al momento de presentar la demanda el proceso tramitado en su contra no había sido enviado a esta ciudad, debido a la flagrante omisión en la que de manera inicial incurrió el Juzgado Octavo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad Cali (Valle), que fue perpetuada por el Centro de Servicios Administrativo asignado a ese despacho, en detrimento de los derechos fundamentales del sentenciado URRUTIA RODRÍGUEZ, pero como se ha explicado, durante el trámite de esta acción se corroboró que el expediente fue entregado al funcionario competente para continuar con la vigilancia de la pena impuesta, lo que le permitirá al actor hacer las solicitudes que considere pertinentes. A consecuencia de lo anterior, es necesario indicar que esta Corporación no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse remitido el proceso al juzgado pertinente, actualmente no se configura afectación a los derechos fundamentales del tutelante, ya que se dio una respuesta tácita a lo solicitado, y los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a la actuación desaparecieron, motivo por el cual debe negarse el amparo impetrado por carencia actual de objeto.”. 
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                                  PEREIRA-RISARALDA 
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                                      RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dos (02) de mayo de dos mil diecisiete (2017)

                                                               Acta de Aprobación  N°386
                                              Hora:8:30 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano WILLIAM URRUTIA RODRÍGUEZ contra el Juzgado Octavo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (Valle) y el Centro de Servicios Administrativos de la misma ciudad, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales.     

2.- SOLICITUD 

Lo consignado en el escrito de tutela se puede sintetizar así: (i) el señor URRUTIA RODRÍGUEZ fue recluido en la Cárcel de Pereira (Rda.) en el año 2012, para cumplir una condena de 108 meses de prisión impuesta en segunda instancia por esta Corporación; (ii) en marzo de 2013 fue trasladado al Complejo Penitenciario de Jamundí (Valle), y estando allí cumplió con los requisitos para acceder al permiso de 72 horas, y posteriormente para solicitar la prisión domiciliaria, la cual le fue concedida por la Juez Octava de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, funcionaria que le informó que las próximas peticiones debía hacerlas ante el despacho que le fuera asignado en Pereira, por cuanto quedaría por cuenta del Establecimiento de Reclusión de esta capital; (iii) desde octubre 08 de 2016 se encuentra en esta ciudad, y en noviembre siguiente pidió libertad condicional y redención de pena por medio del INPEC, pero le manifestaron que su proceso aún no había sido enviado; (iv) en febrero 15 de 2017 recibió comunicación del Juzgado Octavo de Ejecución de Penas de Cali en la que le indicaron que su expediente ya había sido remitido, no obstante, averiguó en el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas de esta ciudad, y hasta la fecha de interponer el amparo la actuación no había llegado; y (v) la falta de traslado del citado proceso le impide acceder a los beneficios y derechos a los que considera tener derecho, y requiere empezar a trabajar para proveer el sostenimiento de sus dos hijos menores.
3.- CONTESTACIÓN

La Sala procedió a admitir la acción constitucional y corrió traslado de la misma al juzgado accionado y al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (Valle). Posteriormente, vinculó al Centro de Servicios Administrativos y al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, los cuales se pronunciaron en los siguientes términos:

-El titular Juzgado Octavo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (Valle) indicó que en razón de su posesión como funcionario de ese despacho en febrero 01 de 2017, constató la existencia de varios expedientes que debían remitirse por competencia a otros Distritos Judiciales, como el del aquí accionante, lo cual dispuso mediante auto de sustanciación N° 101 de febrero 15 de 2017 con destino a los Juzgados de la misma especialidad en Pereira (Rda.), y para ello se entregó el proceso al Centro de Servicios Administrativos de esa ciudad en febrero 21 de 2017 a efectos de que se procediera al envío –anexa recibido-.
Con ocasión de la presente acción solicitó información a dicha oficina, y se le  entregó constancia de remisión por la empresa de correo 472 fecha 19 de febrero del presente año, la cual adjunta. Solicita negar las pretensiones del accionante.

- El Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (Valle), por intermedio del Oficial Mayor, informó que la sanción penal impuesta al actor por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) es vigilada por el Juzgado Octavo de esa especialidad con radicado 2005-00389, y aseguró que por parte de esa depedencia no se ha incurrido en ninguna acción u omisión que genere violación a los derechos del accionante, por lo que solicita la desvinculación del trámite.

- El Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por intermedio de su Secretaria, informó que vía correo certificado 472 fue recibido en esa oficina el proceso correspondiente al tutelante WILLIAM GERMÁN URRUTIA RODRÍGUEZ, proveniente de su homóloga de Cali (Valle), no obstante que desde auto de febrero 15 del presente año se había ordenado su remisión por el despacho cognoscente.

Luego de realizar el reparto correspondiente, tal como consta en el acta que adjunta, el trámite fue asignado al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad, a quien le fue entregado el expediente en abril 26 de 2017. Precisa que si bien el acta fue generada en abril 24 de 2017 a las 3:20:12 p.m., la auxiliar judicial debe realizar una serie de procedimientos, con ese y todos los procesos que llegan, que imposibilitan la entrega inmediata del proceso.
Se encuentra entonces configurado un hecho superado, conforme lo establecido en la sentencia T-1130/08, al haberse efectuado la asignación del proceso; por tanto, solicita declarar la improcedencia del amparo. Adicionalmente, pide la desvinculación, al no tener esa dependencia responsabilidad alguna en la transgresión de los derechos fundamentales alegados por el accionante. 

- El Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) señaló que el señor WILLIAM URRUTIA RODRÍGUEZ fue condenado por el Juzgado Primero Penal del Circuito de la ciudad como responsable del delito de hurto calificado y agravado a la pena de 155 meses de prisión, y le negó el subrogado, sanción que fue modificada por este Tribunal a 9 años de prisión.
Este despacho vigiló la ejecución de la referida pena bajo el radicado N° 660016000035200500389 número interno 8087, diligencias que debido al traslado del actor al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Jamundí (Valle), fueron enviadas al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (Valle) –reparto-, conforme lo dispuesto en auto de mayo 21 de 2013.

Nuevamente fue remitida la actuación a esta sede en abril 24 de 2017, y asignada a ese juzgado, por cuanto al tutelante se le otorgó prisión domiciliaria en esta ciudad, proceso en el que no hay pendiente ninguna petición.

Solicita negar la acción por carencia actual de objeto, al configurarse un hecho superado por el arribo del expediente a ese despacho.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del actor; y en caso afirmativo, cuál es la actuación que debe realizar el juzgado accionado a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De lo expuesto en la demanda y en los anexos de la misma, se desprende que lo pretendido por el ciudadano WILLIAM URRUTIA RODRÍGUEZ al concurrir ante el juez constitucional, es lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra  sus  garantías fundamentales -no precisa cuáles-, como quiera que por parte del Juzgado Octavo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (Valle) no se había remitido su proceso a los Juzgados de esa misma naturaleza de Pereira, pese a que le fue informado, tanto de manera verbal como escrita, que así sería, en virtud a que le fue concedida la prisión domiciliaria en residencia ubicada en esta ciudad, lo cual le ha impedido acceder al beneficio de la libertad condicional, y a las redenciones de pena a las que tiene derecho.
No obstante, de acuerdo con la respuestas brindadas tanto por los accionados como por los vinculados, se advierte que lo requerido por el actor se acató, puesto que una vez el Centro de Servicios Administrativos de Cali (Valle) tuvo conocimiento de la interposición de este amparo, procedió acatar lo ordenado por el Juzgado Octavo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esa capital en auto de febrero 15 de 2017, y remitió el expediente a la dependencia de igual naturaleza en esta ciudad, para que se asignara por reparto a uno de los juzgados de la misma especialidad en esta capital, trámite que correspondió el juzgado primero, despacho al cual le entregado el proceso en abril 26 de 2017.
En ese orden de ideas, no puede negarse que razón le asistió al actor al instaurar la tutela, porque en efecto, al momento de presentar la demanda el proceso tramitado en su contra no había sido enviado a esta ciudad, debido a la flagrante omisión en la que de manera inicial incurrió el Juzgado Octavo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad Cali (Valle), que fue perpetuada por el Centro de Servicios Administrativo asignado a ese despacho, en detrimento de los derechos fundamentales del sentenciado URRUTIA RODRÍGUEZ, pero como se ha explicado, durante el trámite de esta acción se corroboró que el expediente fue entregado al funcionario competente para continuar con la vigilancia de la pena impuesta, lo que le permitirá al actor hacer las solicitudes que considere pertinentes.
A consecuencia de lo anterior, es necesario indicar que esta Corporación no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse remitido el proceso al juzgado pertinente, actualmente no se configura afectación a los derechos fundamentales del tutelante, ya que se dio una respuesta tácita a lo solicitado, y los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a la actuación desaparecieron
, motivo por el cual debe negarse el amparo impetrado por carencia actual de objeto. 

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el ciudadano WILLIAM URRUTIA RODRÍGUEZ, por tratarse de un hecho superado.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-727/10.
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